Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 18 y 12 minutos.) 


-Damos la bienvenida a la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, Graciela Muslera, y al Director Nacional de Medio Ambiente, Jorge Rucks. 


Como nuestros invitados saben, la idea de esta reunión es que nos informen sobre la COP 17 
y la posición que llevará nuestro país a Río + 20. 


De manera que, con mucho gusto, les ofrecemos la palabra. 


SEÑORA MINISTRA.- En primer lugar, vamos a realizar una presentación referente a todo el proceso 
del cambio climático y el estado de situación actual. 


En el estado de las negociaciones hay un hilo conductor que tiene que ver con el marco de crisis 
económica, financiera, inmobiliaria y en los temas ambientales y con la seguridad alimentaria. En las 
reuniones de Copenhague, Cancún y Durban, pasamos por un proceso muy difícil de negociación, en 
el que la alineación que se dio en torno al Protocolo de Kioto se ha debilitado, y en ese marco muy 
débil para la toma de compromisos mayores es que se insertan la COP de Cancún y la COP de 
Durban. Hay cosas que no están escritas y que tienen que ver con el ambiente y el espíritu de 
indefinición. En ambas COP se vivió esa falta de certeza en los resultados hasta el último minuto de las 
convenciones. En el caso de Durban fue peor porque, al parecer, terminaba el día viernes y, en cambio, 
finalizó la madrugada del domingo. En ese marco se fue desflecando la representación de los países a 
cargo de los Ministros y por eso se tomaron las resoluciones que se tomaron. En la apertura de la COP 
de Durban estuvo Ban Ki-moon, que enmarcó el nivel de éxito posible al decir que en los trabajos de 
negociación a nivel internacional sobre el cambio climático se puede considerar que es un éxito 
permanecer en la bicicleta, es decir, poder mantener un ritmo de gestión. Es necesario alcanzar 
grandes acuerdos y estar a la altura de los desafíos, pero ya es bastante que exista un marco 
negociador, por eso hizo el paralelismo con el andar en bicicleta. 


Entonces, hay tres aspectos que son: la posición del país -en la que se da un pantallazo de 
lo que estamos haciendo- las expectativas previas y los resultados. 


Las expectativas previas tienen que ver con aprobar un mandato para alcanzar la continuidad 
del Protocolo de Kioto y sobre el Fondo Verde para el Clima, que se había implementado y laudado 
en la reunión de Cancún, y trabajar con la adaptación y transferencia de tecnología. 


Si no progresáramos en concretar la voluntad de los países en desarrollo a través de 
compromisos legalmente vinculantes, se generaría un clima de inestabilidad en las posibilidades de 
avance en estos tres temas previos. En el marco de la discusión se manifestó que había avances pero 
no eran los necesarios para impactar en la reducción de las emisiones, que se debían tomar objetivos 
a largo plazo, y que el futuro acuerdo debía tener carácter legal. 


Básicamente, la conducción de la discusión estuvo en manos de Sudáfrica y se centró en la 
reunión del plenario de los países miembros. A diferencia del proceso de Copenhague, se realizó un 
trabajo en paralelo con mesas de diálogo abiertas -cualquier país podía participar- que permitió que 
cada país dijera hasta dónde estaba dispuesto a llegar. Se logró salir de ese discurso ministerial donde 
todo es medido y pautado, y tener una dinámica enfocada a la búsqueda de acuerdos y de diálogo. Al 
avanzar en esos dos niveles, no dieron los tiempos para lograr armonizar las posiciones que se iban 
dando en las mesas de diálogo y que ello se concretara en un acuerdo en la Convención. De ahí que 
surja un balance negativo de la conducción, a diferencia de lo que sucedió en Cancún, México. A mi 
juicio, las condiciones tampoco estaban dadas para avanzar en acuerdos. 


Hay resultados que se deberían leer entre líneas. Uno de ellos es reconocer la necesidad de 
elevar el nivel de ambición colectivo; en realidad, ya hay cuatro países clave que expresaron que no 
continuarán un segundo tramo de compromisos del Protocolo de Kioto, entre ellos Rusia, Canadá y 
Japón. Se decidió, entonces, extender la aplicación del Protocolo de manera que, entre 2013 y 2017, 
los países que aún se declaran comprometidos con el Protocolo de Kioto sigan aplicando las medidas y 
respondiendo a los compromisos. La fecha de finalización se plantea entre los años 2017 y 2020 donde 
se implementaría un segundo tramo de compromisos. Se acordó iniciar un nuevo proceso de discusión 
para adoptar el acuerdo jurídico que se tomaría en 2017 o en 2020. A modo de ejemplo, Brasil fue uno 
de los países que manifestó que antes de 2020 no estaba dispuesto a hablar de nuevos compromisos; 
Estados Unidos planteó su disposición para hacerlo en 2017. 


En Durban se resuelve, entonces, iniciar un proceso de negociación no buscando la 
reanudación o un segundo compromiso en 2013 -que ya se nos fue de las manos- sino un proceso de 
negociación para 2017 o 2020. Creo que todos los países están alineados en esperar que amaine la 
crisis para poder comprometerse con algo que, sabemos, impacta profundamente en nuestros modelos 
de desarrollo y en nuestras economías. 


Creo que lo que he venido planteando hasta el momento es el meollo de la situación de los 
equilibrios internacionales en torno a lo que es posible lograr. Asimismo, creo que va en línea con lo 
que el señor Ban Ki-moon planteó: “Si logramos seguir arriba de la bicicleta es un éxito”, y lo logramos. 
Otra opción hubiera sido que se terminara la línea de trabajo del Protocolo de Kioto y que nos 
quedáramos sin nada en la mano. 


También hubo avances en temas que para nosotros, como país en desarrollo, son vitales. 
Así, por ejemplo, la creación del Fondo Verde para el Clima -que fue anunciado en la reunión de 
Cancún- básicamente tuvo dos grandes líneas de discusión en torno a quién se encargaría de 
manejarlo y administrarlo. Se llegó a pensar que podría ser manejado por el Banco Mundial, lo que 
despierta mucha desconfianza por parte de los países miembros en desarrollo. Finalmente, se acordó 
que debería existir una junta administradora que, si no me equivoco, estaría compuesta por 21 
miembros, y sería gobernada por los países en desarrollo. Así, pues, se trabajó en el diseño de la 
gestión que tendrá este Fondo Verde para el Clima entre los años 2012 y 2013, pero cabe hacer notar 
que aún no han llegado los fondos que, en teoría, se prometieron en Cancún. Ahora se vuelven a 
prometer nuevamente los fondos, pero la voluntad de los países que pueden colaborar con estos 
procesos se ve disminuida. Los países que son claves en este proceso, tales como Japón y Rusia - 
entre otros- que se apartaban de un segundo compromiso, se han pronunciado por la financiación de 
medidas de adaptación, no ya en el marco de organismos definidos a partir de la concreción, sino de 
acuerdos bilaterales. Si bien se laudaron directivas de trabajo, recordemos que los fondos no están 
disponibles. Si se quiere, esta sería una discusión hueca. 


En lo que se refiere al balance equilibrado de acciones de mitigación y adaptación, tengan en 
cuenta los señores Senadores que hasta ahora sólo se contaba con los fondos de adaptación. 
Entonces, el Fondo Verde para el Clima contribuiría a todo el universo de acciones. 


A continuación, se hace mención al Comité de Adaptación y a todos aquellos comités que 
tengan que ver con la tecnología y su transferencia, así como al inmediato comienzo de las tareas. 
Dentro de los antecedentes figuran los U$S 30.000:000.000 prometidos, que aún no están. 


Durante el período de transición, se trabajó en el diseño del proceso y se designó como gestor 
interino al Banco Mundial, planteándose que la gestión no quedara a su cargo. La idea es fondearlo 
hasta el 2020 con U$S 100.000:000.000, creando un Comité Permanente de la COP, que sería el 
encargado de coordinar todo el suministro de la financiación, movilizar recursos y verificar los apoyos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no entendí mal, la cifra de U$S 30.000:000.000 estaba prevista para el 
período 2011-2012. Ya estamos en el 2012 y no sé si ha ocurrido algo al respecto. 


SEÑORA MINISTRA.- No, incluso se llegó a plantear que durante el 2011 los fondos operaran para la 
atención de la situación más crítica de Africa y que en el 2012 el Fondo estuviera cubriendo a todos los 


países, independientemente de su emergencia. Esta es la situación actual. 


Se ha previsto que el Comité de Adaptación estuviera integrado por 16 miembros como 
forma de desarrollar el plan de trabajo; impulsar acciones; intercambiar información y experiencias; 
promover sinergias y tener un trato especial con los países menos desarrollados. Finalmente, este 
Comité se integró con 20 miembros y entre de sus objetivos figuran la concreción de la cooperación 
internacional y la mejora de las acciones de adaptación a nivel nacional. 


Se acuerda que para 2012 esté operativo el mecanismo de tecnologías para el desarrollo y la 
transferencia de tecnologías para adaptación y vinculación. También se acuerdan los términos de 
referencia para el Centro Tecnológico del Clima y la Red Tecnológica y se buscará concretar el lugar de 
la sede, así como un Comité Ejecutivo que desarrollará una visión general de las necesidades y los 
aspectos relacionados a la transferencia de tecnología y recomendaciones. 


En la reunión de la COP llevada a cabo en Cancún, nuestro país fue con una delegación que 
trabajó, previamente, en las medidas de adaptación en agricultura, pero no se logró que el tema fuera 
tomado en cuenta en la declaración final y en la instrumentación de medidas; Uruguay fue uno de los 
países que lideró el tema y uno de los elegidos para negociar con los otros miembros. Ahora hay un 
avance, pues se logró que se mandatara al Órgano Subsidiario de Asesoramiento Científico y 
Tecnológico que en 2012 considerará los temas vinculados con agricultura y adaptación, de manera 
que en la próxima reunión de la COP se adopten decisiones. Este es un aspecto a destacar pues para 
el país se genera un espacio de trabajo con perspectivas positivas. 


Se hizo especial hincapié en el apoyo a todas las estrategias de desarrollo en bajas emisiones 
en carbono. Esto es muy positivo porque implica, justamente, la investigación y la transferencia de 
tecnología. Se resolvió llevar un registro de las acciones de mitigación de modo de relacionarlas con el 
apoyo financiero e implementar estrategias de desarrollo de bajas en carbono. 


Se avanzó en las decisiones sobre estrategias de manejo de información, de tecnología y de 
investigación, pero no sucede lo propio con el núcleo central del acuerdo que, justamente, implica que 
los grandes países emisores tomen medidas y, a su vez, financien y cumplan con su obligación de 
hacerse cargo del impacto producido en los países en desarrollo. 


Rusia, Japón y Canadá manifiestan su intención de no renovar el Tratado mientras 
competidores comerciales como China, India y Estados Unidos no asuman compromisos similares. De 
todas maneras, China, India y Brasil -los países miembros del denominado grupo "BASIC"- en sus 
exposiciones dieron cuenta de la instrumentación de políticas y de su responsabilidad por el impacto 
que habían tenido sus emisiones -se ven grandes avances en la política interna de países como China 
o India- pero no admiten condiciones de compromiso que les impliquen trabas a nivel del desarrollo de 
políticas sociales. 


Estados Unidos no acuerda prorrogar compromisos; propone adoptarlos antes del año 2020, 
pero en la pulseada con Brasil manifiesta que al 2017 estaría dispuesto a acordar. 


La Unión Europea está alineada a compromisos de gestión que coloca en primera línea y 
plantea un compromiso unilateral de reducción del 20% de las emisiones para 2020. China, Rusia, 
Brasil e India siguen sosteniendo que no quieren que se fijen condiciones. 


El Uruguay participa siempre en el marco del Grupo 77 + China; tiene excelentes relaciones 
con algunos países del Grupo Umbrella, con Suiza, y comparte la posición de México, pero se 
mantiene en el marco donde están los países del GRULAC y del MERCOSUR. 


En el caso de los países en desarrollo, la posición planteada fue, básicamente, la de la 
continuidad a partir de 2013, así como la mayor responsabilidad en el cumplimiento de los 
compromisos y en la implementación de medidas. Se trató, muy a la defensiva, lo relativo al 
multilateralismo para abordar las negociaciones y defender el espacio de la Convención para que sea 
allí donde se tomen las decisiones. 


Sin embargo, sigue estando presente el ambiente de desconfianza de todo proceso de 
negociación en paralelo que no se dé en un ámbito de libertad de acceso a todos los países -como lo 
planteó, por ejemplo, Sudáfrica- y a todas las mesas de negociación que se implementaban en los tres 
días que duró la reunión. 


Nosotros, en el marco del Sistema Nacional de Respuesta al Cambio Climático, estamos 
haciendo énfasis en la adaptación y venimos preparándonos, no solo para mejorar la transversalidad 
de los proyectos y la eficiencia de los recursos que provienen del Presupuesto Nacional, sino también 
para presentarnos al Fondo Verde para el Clima -tal vez se abra; quiérase o no, a uno siempre le 
queda la esperanza- como país piloto en medidas de adaptación y mitigación. 


En este sentido, tenemos la experiencia piloto de la ONU en el manejo de las distintas 
agencias de los programas. Entonces, la línea de trabajo es lograr transversalizar las acciones con 
mayor eficiencia. Básicamente, se viene trabajando en esa cartera nacional de proyectos en la que 
aparece el territorio como receptor de los mismos, y el territorio con sus Alcaldías, con su capacidad de 
gestión social de los temas; es un esfuerzo de maduración de la acción del sistema. 


A su vez, como esto se plantea a un nivel de articulación de muchos Ministerios y 
organismos, siempre se corre el riesgo de la atomización. El papel del Ministerio como articulador y 
coordinador del sistema, desde 2010, se ha centrado justamente en lograr transversalizar los objetivos 
de los distintos proyectos. Muchos se enfocan en áreas relacionadas con los recursos hídricos, por 
ejemplo, los proyectos de salud y de ciudades sustentables que no tenían vínculo. Hay formas de 
gerenciar eso que nos permitirían ser mucho más eficientes. Básicamente, creo que el salto cualitativo 
tiene que ver con un concepto de manejo del tema en el área metropolitana relacionado con el cambio 
climático en el territorio. 


Entonces, se trata de ver cómo se gerencian esos proyectos en los que hasta ahora hemos 
avanzado mucho, pero que son sectoriales -los de recursos hídricos, de salud y de turismo-; cómo se 
gerencian desde el territorio y cómo logramos una mejor ida y vuelta en los distintos niveles de 
institucionalidad. 


Es allí que surgen necesidades de proyectos y de miradas que no están contemplados en el 
presupuesto ni en las capacidades de gestión, y donde nosotros proponemos elaborar los proyectos 
necesarios, buscando o planteando la financiación a nivel de estos organismos internacionales. 


Siempre parece que avanzamos poco si lo comparamos con la necesidad que se plantea, 
pero hemos avanzado mucho. Si se hubiera abierto el Fondo, tendríamos un paquete como para 
presentarnos como país piloto en esto. Desgraciadamente, tenemos más tiempo para prepararlo. 


El fortalecimiento institucional implica el proceso de manejo de la información y la 
planificación de actuaciones con mirada transversal, del abordaje tradicional y sectorial a un abordaje 
de las vulnerabilidades del territorio. Un ejemplo de esto lo tuvimos en pequeños proyectos piloto en 
ocasión de la sequía del año 2010. Cabe destacar la forma en que, a partir del sistema, se gestionó 
una especie de alerta temprana, un relevamiento de pozos, etcétera. Todo eso se llevó a cabo 
trabajando con todas las Intendencias, fundamentalmente con las de Canelones y Florida. En aquel 
momento generamos un modo de hacer las cosas que atendía mucho más a las necesidades de la 
gente y de la producción. 


El desafío para 2012 es terminar esta cartera nacional de proyectos, a fin de que el sistema 
adquiera un rol central en el gerenciamiento. El proceso de elaboración se da en espacios de trabajo 
interinstitucionales, en el interior del país con gobiernos departamentales y va jerarquizando y 
transformando los proyectos que no eran transversales. 


Además de lo que acabo de exponer, tengo preparado un material referido a Río + 20. 


SEÑOR AGAZZI.- Con respecto al problema del cambio climático, creo que Uruguay está en una 
situación relativamente privilegiada; no ocasionamos mucho perjuicio porque secuestramos mucho 


carbono y no emitimos demasiado ya que no tenemos grandes concentraciones industriales. Me 
parece que, en el caso de nuestro país, lo importante es la adaptación, para lo cual se requieren 
inversiones. En definitiva, no somos como otros países que están más expuestos y son más 
vulnerables a este tipo de problemas. 


De cualquier manera, más allá de los problemas climáticos y sus consideraciones, también 
existe un motivo de choque político entre los países por sus intereses. El problema grave es que 
quienes están contaminando el mundo no aceptan la responsabilidad que tienen o, por lo menos, no 
pueden comprometerse a asumirla. 


Quiero hacer una pregunta que tiene que ver con el hecho de que como este es un asunto 
político, los intereses de los distintos países se manifiestan de formas que ni pensaríamos. Utilizando 
los datos del IPCC, se divulgó que somos un país muy responsable de la producción de gases de 
efecto invernadero por la emisión de metano. Es cierto que el metano es más de veinte veces peor que 
el anhídrido carbónico en el efecto invernadero, pero no es verdad que en las emisiones de Uruguay 
esto juegue un papel tan negativo como se dijo. Sé que INAC dio una respuesta muy rápida frente a 
esa información porque invitó a un técnico de California y este hizo una revisión de los cálculos del 
IPCC. Si miramos esos informes internacionales, que son muy técnicos y profundos, vemos que es 
necesario tener un equipo de especialistas para entenderlos. Por esa razón, si hacemos mal alguna 
cuenta podemos tener consecuencias muy negativas para el interés nacional. Sé que este punto no 
forma parte de las negociaciones internacionales, pero quisiera saber cuál es la posición de Uruguay 
en este sentido, pues nos estaban ubicando como culpables; aclaro que con esto no quiero significar 
que se tenga la mala intención de hacerlo, porque también es posible que haya habido un error. ¿Qué 
pasó con esto? ¿Se procesó? Me gustaría tener la tranquilidad de saber que el interés nacional está 
adecuadamente defendido. Sé que Uruguay tiene técnicos muy competentes en esta área, pero en lo 
personal creo que este es un problema muy importante porque a la hora de fijar el IPC se hizo un 
cálculo lineal del número de vacas, la cantidad de metano que emiten, la rumia, etcétera y, al final, 
resulta que nuestra ganadería es más contaminante que todo el sistema de transporte, incluyendo los 
aviones y los camiones. Eso puede ser bastante negativo para nuestro país. 


Quizás estoy formulando una pregunta puntual, pero confío en que ustedes están siguiendo 
el tema de cerca y seguramente podrán orientarnos al respecto. 


SEÑOR RUCKS.- Ese tema realmente nos ha preocupado. Participamos en la exposición que realizó 
el experto que consultó el INAC, donde se rebatieron los informes de la FAO y sobre los que 
justamente se basó el reporte del Panel Intergubernamental de Cambio Climático. En ese sentido, la 
gran preocupación era desarrollar índices propios a nivel nacional. Me refiero a analizar, en base a las 
condiciones de la producción nacional, los niveles de emisiones que se constatan a partir de la 
producción ganadera. A partir de la COP en Copenhague hubo un encuentro de los países ganaderos - 
liderados fundamentalmente por Nueva Zelanda y Australia- en el que la tendencia fue tratar de lograr 
una alianza por el desarrollo sostenible. Este encuentro buscó nuclear a los países productores que 
estaban interesados en el tema con el fin de generar los mecanismos de investigación que 
demostraran las falencias de esos estudios. El Ministerio recibió esa invitación y la transfirió a la 
Cartera de Ganadería, Agricultura y Pesca porque las capacidades en este campo se encuentran allí. 
Esa Cartera se integró con el fin de participar en esa alianza; precisamente, allí los países ganaderos 
se encontraron trabajando en investigaciones específicas sobre el tema. En particular, sabemos que 
ese Ministerio está trabajando junto con la Facultad de Agronomía en investigaciones sobre nuestras 
propias condiciones, no solamente para medir en forma más específica la situación del Uruguay, sino 
también para analizar las medidas de mitigación que se pueden tomar para disminuir las emisiones de 
gases de efecto invernadero a través de los procesos de alimentación. Las emisiones son diferentes 
según los tipos de alimentación; en ese sentido, al aplicar los niveles internacionales al Uruguay, 
constatamos que no se corresponden con la realidad de nuestro país. 


Ese trabajo se está llevando a cabo y, como señalaba la señora Ministra, a través del 
Sistema Nacional estamos recibiendo la información del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
Reitero que sabemos que está trabajando en esa investigación y realizando coordinaciones con otros 
países para desarrollar algunas medidas de mitigación con relación a este tema. Por un lado, se busca 
clarificar la situación en el sentido de que las emisiones del país no son las que se expresan y, por otro, 


asumir la responsabilidad de los trabajos de mitigación que corresponden al país para que, en el caso 
de que haya posibilidad de disminuir las emisiones, se tomen las medidas correspondientes. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Voy hacer una breve reseña para ubicar el tema. 


Nosotros participamos de un Encuentro parlamentario que hubo en Copenhague, en la COP 
16, y en Cancún, en la COP 17, donde empezó a conversarse y discutirse sobre el papel de los 
Parlamentos y no se tenía muy claro el tema. Entre la primera y la segunda reunión hubo un cambio 
bastante importante en cuanto a concurrencia y afluencia de parlamentarios. 


En las dos reuniones a las que concurrí pude comprobar -así lo manifesté en algunos 
documentos- el estado de confrontación que existía entre los Poderes Ejecutivos -mencionados 
globalmente- y las organizaciones de la sociedad civil. En Copenhague se vivió una batalla campal, 
porque era invierno y había mucha nieve. En cambio, en Cancún no se dio un enfrentamiento porque 
no tuvieron posibilidad de encontrarse debido a que el centro de conferencias estaba en un extremo - 
en la zona de los hoteles- y los grupos sociales a diez kilómetros, o sea, en la otra punta. Esta 
situación me llevó a hacer un planteo -en el correr de las reuniones del año pasado- en el sentido de 
que los Parlamentos pudieran cumplir alguna función de acercamiento, de nexo, particularmente entre 
los Poderes Ejecutivos y las organizaciones, ya que representan a la sociedad civil. Personalmente fui 
invitado a presentar esta propuesta en la reunión de Durban en Sudáfrica, pero no pude concurrir 
porque los mismos días se llevó a cabo la Cumbre de Cooperación Internacional para el Desarrollo en 
Busán, Corea, a la que había sido invitado con anticipación y con la cual tenía un compromiso mayor 
por la tarea que se me encomendó. En estos días no he tenido demasiada posibilidad de saber en qué 
etapa se encuentra el tema, pero a mediados de abril se realizarán algunos seminarios en Buenos 
Aires que nos permitirán saber si se ha avanzado o no. De todas maneras, del informe realizado por la 
señora Ministra -sin referencia a esta inquietud, que es nuestra, fruto de una reflexión extendida porque 
la situación era muy notoria y muy evidente el abordaje que cada uno pudiera tener del tema, de un 
lado o del otro- se desprende que hay que trabajar en la transversalidad y la territorialidad, que son dos 
conceptos muy importantes, pero que poco tienen que ver con lo tratado en la Cumbre de 
Copenhague. En ese momento, se creía que ese acuerdo estaba al alcance de las manos, a tal punto 
que a nivel mundial se vivió algo así como una paranoia. Quiero aclarar que esa reunión, a la que 
concurrieron ciento veinte Jefes de Estado, fue la más grande de la historia contemporánea después 
de la creación de las Naciones Unidas, en porcentaje pero no en cantidad porque los países que 
integraban dicha organización en aquella época eran muchísimos menos. A esa reunión concurrieron 
Obama, Lula y europeos como Sarkozy. Como dije, se pensaba que el acuerdo ya era un hecho, pero 
no fue así porque había evidentes imposibilidades de que se aprobara en esos términos. En primer 
lugar, Estados Unidos ya había anunciado que era imposible que pudiera acordar algo -es una de las 
partes más comprometidas en la situación- porque en su Congreso se estaba discutiendo una ley con 
compromisos mucho menores que los que se quería firmar en el acuerdo de Copenhague y había una 
total oposición y resistencia. Finalmente, creo que dicha ley se aprobó por una pequeña minoría en la 
Cámara de Diputados. Esta situación luego cambió porque hubo nuevas elecciones y el Partido 
Republicano, que era el que se oponía frontalmente a las normas, no obtuvo la mayoría. Es más; en 
algún momento, gente tan representativa como el ex Presidente Bush dijo que estos temas del cambio 
climático eran una creación de los técnicos y no respondían a ninguna evidencia científica. Hay que 
tener en cuenta que esa tesis sigue siendo sostenida con fuerza en el Congreso de los Estados y 
también por figuras muy destacadas, incluso por el ex Presidente Bush. Me parece que en estos dos 
años se ha avanzado en desdramatizar y en no querer creer que estamos poco menos que ante un 
acuerdo vinculante, con compromisos muy fuertes sobre la creación del efecto invernadero en tan poco 
plazo. A su vez, considero que esto de la territorialidad y de la transversalidad apunta a algo que va a 
llevar varias generaciones, ya que está claro que no es algo que suceda de un día para otro o durante 
el período de un solo gobierno. Todo esto tiene que ver con una reunión que se realizó en Montevideo - 
no sé si la señora Ministra estuvo presente- de las regiones, sobre el cambio climático. Este evento fue 
excelente por el enfoque que se dio al tema -se realizó poco tiempo después de Copenhague, en enero 
O febrero- puesto que planteó lo relativo al medio ambiente abordándolo desde los ámbitos locales. 
Considero que esta línea de trabajo se une con mi tesis vinculada al trabajo parlamentario con la 
sociedad civil y los ejecutivos, ya que no se trata de intentar que la sociedad se involucre en los temas 
de medio ambiente convenciéndola sobre los grandes acuerdos respecto al efecto invernadero; eso no 
les llega porque es algo muy técnico y especializado. Entonces, se trata de plantear el problema del 
medio ambiente en las situaciones cotidianas de la vida de la gente. Cuando la gente empieza a ver 
cómo se afecta el medio ambiente, empieza a tomar conciencia de que hay un problema, empieza a 


verlo en forma global y se da cuenta que es necesario involucrar más factores, pasando de la comarca 
a la región, al continente y al mundo. Mientras tanto, creo que hay que avanzar por ese camino. 


Me da la impresión de que estos dos conceptos van por ese lado y eso me alegra mucho. 
Destaco que me da mucha pena no haber podido asistir a la reunión de Durban y a la reunión 
parlamentaria que se iba a realizar; me invitaron como expositor para presentar este documento pero 
no pude asistir y por eso envié una carta explicando las razones. 


Me gustaría que se hiciera algún comentario sobre si se entiende que con esta línea de 
trabajo se han ido mejorando las condiciones, luego de la paranoia que se vivió en Copenhague hace 
relativamente poco tiempo. 


Por otro lado, no me queda claro qué pasa con la COP 18 y cuál es la relación que tiene con 
Río + 20. ¿Se ha convocado a la COP 18 para fines de este año o comienzos del que viene? Si esto es 
así, ¿cómo se une esto a lo que se pueda avanzar y resolver en Río + 20 con relación a este evento? 


SEÑORA MINISTRA.- Cuando expongamos el estado de situación de las negociaciones hacia Río + 
20 seguramente quedarán claras todas las dificultades que hay. Una cosa era Río + 20 con un fuerte 
avance en las definiciones y compromisos sobre el cambio climático -ese era el escenario idílico- y 
otra es Río + 20 con las dificultades políticas que existen tanto en lo relativo al cambio climático como a 
la lucha por la biodiversidad. Entonces, en ese marco, voy a mostrar la amplia agenda que se ha 
estructurado alrededor de Río + 20 y cómo eso hace todavía más difícil la toma de decisiones claves 
que nos permitan avanzar. 


En términos generales, Río + 20 tiene la trascendencia de conmemorar hitos que desde los 
años sesenta y setenta implican el posicionamiento de las Naciones Unidas en el tema del ambiente, 
incorporando después el vínculo con lo económico -básicamente en la Cumbre de la Tierra- y luego, en 
Johannesburgo, el fuerte vínculo con lo social. Concretamente, se cumplen veinte años desde la 
Cumbre de la Tierra, donde se aprueban la Convención sobre el Cambio Climático y el Convenio sobre 
la Diversidad Biológica, se instituyen los cimientos de la Convención para la Lucha contra la 
Desertificación y se ratifica la Declaración sobre los Bosques. Entonces, la agenda es más o menos la 
misma; el tema es que la evaluación es negativa en cuanto al cumplimiento de los objetivos. Los 
desafíos siguen estando arriba de la mesa; el tema es que Río + 20 tiene la debilidad de no tener la 
fortaleza política de poder asumir lo no hecho y tomar medidas para redireccionar la concreción de la 
agenda. De manera que en todo este proceso entre las tres patas del desarrollo sostenible -los temas 
económicos, ambientales y sociales- existen objetivos y una agenda; lo que se está pautando es la 
debilidad de los compromisos internacionales para que sean cumplidos. Hay que tener en cuenta 
también el contexto de la crisis económica con todas sus facetas y el reconocimiento de la situación 
crítica del medio ambiente. En Nairobi se presentaron las líneas generales del GEO-5, de la evaluación 
de la situación del ambiente a nivel mundial, que marcan el retroceso o el no avance en temas claves 
como la biodiversidad y el cambio climático. Sí se marcan avances en los temas del ozono y de REDD- 
plus, en pro de la forestación. También hay convenciones que tienen compromisos, como la de 
químicos y, concretamente, la de mercurio; en esta materia hay muchas expectativas con respecto a un 
acuerdo y un compromiso internacional. Pero, en general, estamos en el marco de una crisis. 


Frente a esto, cuando se larga el proceso hacia Río + 20, se plantea la discusión sobre la 
economía verde como el nuevo paradigma de organización económica mundial que da respuesta a la 
crisis, y se plantea que los países asuman un compromiso hacia esta concepción del manejo de la 
economía y definan su camino de transición. Pero la discusión que se inició hace un año y medio se 
cayó a pedazos porque, con una crisis mundial, bastante es sostenernos como países en desarrollo en 
la defensa del desarrollo sostenible, y lo que se estaba planteando era pasar a una economía 
ecológica. Entonces, ese análisis, que en teoría partía del PNUMA y del pilar ambiental del desarrollo 
sostenible, no fue tomado con esa fuerza que se planteó desde las organizaciones ambientales por los 
responsables de la conducción integral de las tres líneas, que gestionaban esto a partir de la Comisión 
de Desarrollo Sostenible. 


En definitiva, en la Conferencia se lauda ya desde 2009 que los temas son: el nuevo marco 
institucional y la economía verde en este contexto, pero, tal como se viene dando la discusión, en 


ninguno de los dos temas hay consenso global. Hoy, entonces, tenemos un proceso de negociación 
que el PNUMA y los organismos responsables de las políticas ambientales pretendían dirigir, pero este 
liderazgo se fue trasladando hacia la Comisión de Desarrollo Sostenible, que es donde hoy se centran 
las negociaciones. 


Existen tres o cuatro instancias previas a Río y se está trabajando con un borrador cero. En el 
documento con el que se está trabajando, que se llama “El futuro que queremos” y que tiene 200 hojas, 
aparecen los distintos posicionamientos sobre estos dos temas. Cabe aclarar que las últimas 
negociaciones culminaron ayer martes; la idea era tener negociaciones informales jueves y viernes, y 
negociaciones formales lunes y martes, pero no se salió de la negociación informal. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Dónde se realizan las reuniones? 


SEÑORA MINISTRA.- Se llevan a cabo en Nueva York, pero existe una total indefinición sobre qué 
podemos esperar de esa reunión. 


Con respecto a los cuatro capítulos fundamentales -aunque ya hice un resumen de la 
conclusión- podemos decir que todos los países plantean la renovación del compromiso con el 
desarrollo sostenible. 


Concretamente, la idea es que en Río + 20 se renueve el compromiso político -va a haber una 
evaluación de los avances- y que, a pesar de la crisis económica, el planteo del desarrollo sostenible 
siga teniendo como norte la lucha por la erradicación de la pobreza, para lo que necesitamos 
soluciones innovadoras. Por último, se tendrá en cuenta el principio de responsabilidades comunes, 
pero diferenciadas frente a las responsabilidades que se asuman. 


El Grupo 77 más China hace hincapié en el cumplimiento de los compromisos para la 
asistencia, con el famoso 0,7% del Producto Bruto Interno. También están los temas sobre la 
transferencia de tecnología, la generación de estrategias multilaterales coordinadas que permitan 
potenciar los acuerdos medioambientales, el acceso a la información y la participación activa de los 
grupos principales. 


Aprovecho la oportunidad para hablar del intento de Uruguay y del MERCOSUR por gestar 
una posición común del GRULAC, es decir de los países de Latinoamérica y el Caribe. A partir del 
trabajo realizado en el MERCOSUR, hicimos una reunión en Montevideo en la que se aceptó el 
concepto de economía verde siempre que estuviera dentro del concepto de desarrollo sostenible, 
haciendo especial hincapié en que no significara barreras comerciales; o sea que el concepto de 
economía verde implicaba levantar las barreras comerciales que hoy nos imponen restricciones en el 
desarrollo. Cabe aclarar que en esta reunión no participaron Bolivia ni Venezuela. Cuando hicimos una 
teleconferencia para laudar el documento MERCOSUR, estos países no acordaron, sino que quisieron 
centrarse en lo acordado a nivel internacional referido al desarrollo sostenible. 


Incluso, en esa primera reunión del MERCOSUR se habló de tener un programa hacia Río + 
20, un compromiso de acción. Hubo una serie de propuestas: MERCOSUR recicla, MERCOSUR y la 
sustentabilidad de sus ciudades, entre otras. Lamentablemente, todo ello quedó en un proceso de 
declaraciones y redacciones; no pudimos hacer que a Río + 20 la región se presentara unificando los 
avances que tenemos a nivel de país en la concepción de desarrollo sostenible. No se pudo laudar. 


La Comisión Económica para América Latina -CEPAL- en una reunión a la que concurrimos 
como segundo hito de trabajo, presentó una evaluación de la situación económica, social y ambiental 
de América Latina. Básicamente, expresó que el nivel de desarrollo que presentamos en la lucha 
contra la pobreza y la implementación de sustentabilidad, nos ha permitido no tener en esta crisis, 
como región, los impactos acostumbrados en las crisis internacionales. Incluso, se propuso que a partir 
del informe de la CEPAL se elaboraran acuerdos con respecto a objetivos de desarrollo sostenible o 
planteos con estudios concretos, relativos a la posibilidad de fijar impuestos a las transacciones 
financieras y a las capacidades de financiación que se generarían. El planteo de la CEPAL fue muy 
removedor. 


En ese informe la CEPAL no solo planteó el incumplimiento con el 0,7, sino que si hablamos 
de economía verde y de países en desarrollo, podríamos poner arriba de la mesa compromisos 
mayores que los desarrollados en torno a los aportes financieros y tributarios. 


SEÑOR BARÁIBAR.- ¿Cuál fue la posición de Venezuela y Bolivia en la reunión de la CEPAL? 


SEÑORA MINISTRA.- Siempre es la misma posición: están en contra de la cuantificación de los 
recursos naturales como recursos económicos, en defensa de la no mercantilización de los recursos 
naturales y de las políticas ambientales. Sin embargo, nos alineamos en sostener que no es posible el 
salto de economía verde; tenemos que seguir trabajando en lo que implica el desarrollo sustentable y 
en defender lo que venimos haciendo como continente. 


En Ecuador se trabajó y se logró mucho a nivel técnico, pero cuando se llegó al trabajo 
político, un gran porcentaje de lo acordado a nivel técnico no se plasmó políticamente. De todas 
maneras, salió la declaración de Quito que, como región, por primera vez nos coloca con voz en todo 
este proceso. Recuerden los señores Senadores que en Cancún solo Bolivia levantó su posición 
contraria, situación que, a mi juicio, llamó a responsabilidad a toda la región en cuanto a generar 
ámbitos de acuerdo y de avance. En este sentido, hemos venido trabajando tanto a nivel del 
MERCOSUR como jerarquizando -desde el Ministerio- el aporte y lo que podamos establecer como 
mesa de diálogo en estas dos instancias. 


La posición de Quito permitió que cuando asistimos al Programa de Naciones Unidas para el 
Medio Ambiente -PNUMA- lo hiciéramos como bloque y no quedara la Alianza Bolivariana para los 
Pueblos de Nuestra América -ALBA- como voz disonante frente a la región. Creo que fue un 
pequeño avance. Colombia y Guatemala plantearon objetivos de desarrollo; hay gérmenes de trabajo - 
no es poca cosa- hacia la profundización de compromisos más serios como región. Creo que si 
analizamos lo que pasó en Cancún y lo que ocurrió después, todos nos sentimos responsables de que 
Bolivia estuviera sola; podríamos haber hecho más para que eso no pasara. 


Al principio hablamos del tema de la Economía Verde, no ya como una alternativa sino como 
una herramienta y un mecanismo. Este no debe constituirse en un obstáculo al comercio sino que, por 
el contrario, debe promover patrones de producción sostenibles y abarcar el tema de la inclusión social 
y la generación de empleo. 


En lo que al ámbito regional refiere, hablamos de la Economía Verde y de que la Unión 
Europea se afilia en un ciento por ciento a este concepto. Ya hace 30 años o más que viene 
modificando el estado de gestión del ambiente, que ha sido un modelo. Hoy en día, se plantea que 
puede asumir compromisos muy por encima de lo que proponen los restantes países. 


En el G77 se detalla el trabajo que hemos hecho en el GRULAC, así como nuestra posición, 
que siempre tiende a armonizar el contexto MERCOSUR y América Latina. Siempre hemos adoptado 
la posición de construir consensos y, más que nada, de no dejar solo a Brasil en este desafío de 
conducción y de gestación real de un salto en el Río + 20. 


Brasil presentó iniciativas en materia de políticas públicas, que tienen mucho que ver con la 
mirada de desarrollo sostenible o de Economía Verde. Dentro de ellas, se destacan los programas: 
“Bolsa Familia” y “Luz para Todos”; “Minha Casa, Minha Vida” -Mi Casa, Mi Vida- y “Brasil sem miseria”, 
Brasil sin la pobreza extrema. 


Como podrán advertir los señores Senadores, existe una multiplicidad de posiciones y una 
agenda muy amplia que se abre cuando planteamos el tema de los fundamentos económicos de un 
nuevo orden que sea sustentable. 


En forma esquemática, en el tema de la gobernanza hay dos posiciones: una gira en torno al 
fortalecimiento sostenible -que hasta el momento es la responsable del seguimiento de los acuerdos de 
Johannesburgo, que se desarrollaron sobre las bases sólidas de las Cumbres de Río y del Milenio- y la 


otra apunta a transformar al PNUMA en un organismo especializado en las cuestiones de ambiente y 
economía verde. 


A nivel de los diferentes países se ha discutido mucho acerca de la transformación del 
PNUMA en una agencia especializada, ya que los únicos que lo aprobarían serían los países de la 
Unión Europea y africanos. Por otro lado, se habla de transformar a la Comisión de Desarrollo 
Sostenible en un Consejo, lo que haría que sus resoluciones fueran vinculantes, o sea, que 
básicamente puedan tener un embajador itinerante que vaya chequeando las acciones de los países. 


Las posiciones que existen respecto al fortalecimiento de esta organización internacional 
siempre han partido de una evaluación muy crítica en cuanto al seguimiento del cumplimiento de los 
compromisos. Se ha hecho un relevamiento de todos los compromisos que implica una política de 
desarrollo sostenible, tanto en el área económica y social como en la ambiental. No obstante ello, no 
tenemos mecanismos de fiscalización de esos cumplimientos. En el Grupo 77 + China no hay 
consenso con respecto al marco institucional. Hay otra posición que consiste en transformar la 
Comisión de Desarrollo Sostenible en un Foro de Ministros de Medioambiente, pero sabemos que no 
tiene andamiento. 


En lo que hace al fortalecimiento del PNUMA, una de las propuestas es transformarlo en una 
agencia especializada y dotarlo de membresía universal  -actualmente, es voluntaria; hay ochenta 
países miembros- pero el quid de esto está en que implica un aporte económico y no hay voluntad de 
ninguno de los integrantes de las Naciones Unidas de saltar a compromisos mayores. He conversado 
con Ministros representantes de países del área, que me han dicho: “¡Ni loco llevo esto a mi país, que 
implicaría tener un aporte equis con un impacto semejante!”. El quid de esto es, precisamente, el 
marco de la crisis. Hoy por hoy, un 30% del presupuesto del PNUMA está bancado por los países y el 
70% restante lo conforman colaboraciones del norte europeo. Reitero que así se está manejando el 
PNUMA en el marco de la crisis. 


El mayor consenso está en dotar de membresía universal al PNUMA, en fin, en lo que se 
pueda laudar. Ahí hay posiciones muy encontradas en el G77; por ejemplo, el GRULAC dice “no” a la 
agencia especializada o a lo que implique más compromisos que hoy no toman los países 
desarrollados, mientras que los africanos -que reciben todo el apoyo en esta transferencia de recursos- 
aspiran a que el PNUMA tenga más peso. Reitero, pues, que se pone de manifiesto un profundo 
desacuerdo en el G77. Estados Unidos no acepta esa posición; en cambio, sí lo hace la Unión 
Europea. 


Con respecto a la Comisión de Desarrollo Sustentable, la posición de nuestro país es, 
básicamente, a favor de su transformación en un Consejo y, en lo que tiene que ver con el PNUMA, 
fortalecer su rol científico, así como su presencia regional y nacional para que tenga un contacto más 
directo con el hacer de los países. 


Pasamos ahora a los Objetivos de Desarrollo Sostenible. En el 2015 se acaba el plazo para 
cumplir con los Objetivos del Milenio, en cuyo Capítulo 7 están comprendidos los temas ambientales. 
Sería un éxito que en la próxima Cumbre de la Tierra Río + 20 el Uruguay lograra que se asumieran 
compromisos de trabajo, a partir de 2012 y con meta a 2015, de desarrollar los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible a escala global. De esa manera, cuando en 2015 se haga una evaluación del cumplimiento 
de los Objetivos del Milenio, Uruguay podría acordar compromisos con respecto al desarrollo. Ese 
paralelismo sería igual al de mantenernos en la bicicleta a nivel de las negociaciones más amplias, 
donde en lo que hace al medioambiente jugamos con lo económico y lo social. Esto fue planteado a 
nivel del GRULAC; creo que con tiempo y perspectiva a 2015, podemos llegar a tener criterios y 
compromisos regionales. 


Entre el 13 y el 15 de junio se realizará una última sesión para laudar ese documento, y del 15 
al 17 de junio habrá una reunión de Legisladores sobre desarrollo sostenible. De esta manera estoy 
respondiendo en parte la pregunta que me formulara el señor Senador. 


Pero, ¿se dan cuenta los señores Senadores de que estando a dos meses de esos eventos, 
todavía no hay documentos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Dónde se realizará, señora Ministra? 
SEÑORA MINISTRA.- En Río de Janeiro, señor Presidente. 


Pero el hecho es que solo faltan dos meses y aún no hay documentos; es mucho lo que allí 
se juega. Entre el 16 y el 19 de junio se realizarán una serie de eventos paralelos donde participa la 
sociedad civil. 


Ese es otro aspecto en el que, por encima de las negociaciones tan difíciles, en los países 
hay movimiento, hay impulso. El tema es que no contar con ese documento madre laudado, hace muy 
difícil abrirse a la sociedad para discutir. 


A nivel nacional, el año pasado abordamos el tema en el Día del Medio Ambiente. Sin 
embargo, no hemos tenido insumos que nos permitan amplificar lo que va a resolverse. En ese marco 
hay una participación muy fuerte y, a su vez, está planteado un espacio fuerte para todos los actores. 


Además, entre los días 20 y 22 se realizará la conferencia de alto nivel. 


Si el señor Presidente lo permite, solicitaría que el Director Nacional de Medio Ambiente, 
arquitecto Rucks, se refiriera al proceso interno, que de alguna manera venimos desarrollando, pero 
dentro de este marco. Habría sido muy difícil hacerlo de la manera en que lo imaginábamos el año 
pasado. 


SEÑOR RUCKS.- En este contexto, básicamente, nos planteamos trabajar -tal vez los señores 
Senadores lo recuerden- desde un lanzamiento realizado en el Palacio Legislativo. Se trató de un 
llamado a los distintos actores vinculados a los grandes temas nacionales. Me refiero a actores 
sociales, es decir, organismos de la sociedad, organismos gremiales, PIT-CNT, organismos 
empresariales y Gobiernos Departamentales, para poder trabajar una agenda que tuviera en cuenta los 
puntos de vista de los distintos actores, entre ellos, de las otras instituciones del Poder Ejecutivo que 
presentaban temas vinculados a la economía verde, al combate a la pobreza y a la institucionalidad, 
que eran los temas centrales, tal como estaba planteado en la Conferencia Río + 20. 


En ese contexto, tuvimos tres talleres en el interior del país en los que se nucleó a todos los 
Gobiernos Departamentales del interior. Se realizaron en Mercedes, Rivera y Melo, y allí se captó la 
preocupación de la discusión de los temas a nivel territorial para analizar, desde un punto de vista 
concreto, cuáles eran las visiones. Eso se hizo sobre la base de un documento inicial donde 
planteamos -como mencionaba la señora Ministra- aquellos temas en los que el Uruguay afrontaba 
desafíos en cuanto al desarrollo y donde entendíamos que se enfrentaban los problemas concretos 
que había que resolver a nivel territorial. 


En ese sentido, los temas preocupantes que aparecieron claramente identificados fueron los 
que hacían a la gestión de los recursos hídricos, al cambio climático, a la regionalización, es decir, a la 
descentralización de las acciones del desarrollo en general y, de alguna manera, a la necesidad de una 
coordinación de esas visiones territoriales a nivel nacional. 


En base a eso se fueron incorporando ajustes al documento preliminar en el que se estaba 
trabajando y que contenía los temas que, en algún momento, estaban en la presentación. Me refiero a 
lo que hace al redireccionamiento de las inversiones hacia el desarrollo de una economía limpia, que 
es algo que ya está incluido en la ley de inversiones y que, se entendía, era un aspecto fundamental. 
Estamos hablando, por ejemplo, de los temas relativos al acceso a la vivienda como derecho, al agua 
potable, etcétera. Estos asuntos, de alguna manera, servían de anclaje a la orientación de las 
inversiones en el país. 


Luego tuvimos, a nivel sectorial, una apertura de espacios para que las distintas áreas de 
gobierno pudieran plantear sus visiones hacia el documento central. En este sentido, recibimos aportes 
fundamentales desde el área de desarrollo agropecuario, de la salud, del turismo y, por supuesto, de la 
energía. Estos fueron aportes que tendieron a la búsqueda de cambio en la matriz energética, hacia un 
modelo de menores emisiones a nivel país. El tema de la política energética fue incorporado, ya que el 
país está avanzando en una política energética que es coincidente con esa visión. 


En cuanto a la valorización de los residuos, podemos decir que va muy unida a lo vinculado 
con los cambios de comportamiento, de mercado y de acceso en un país en proceso de desarrollo con 
mejores condiciones de vida. En ese contexto, la generación de residuos pasa a ser un tema de 
mayores complejidades, tanto en volumen como en cuanto a las características de los tipos de 
residuos que se generan. Es entonces cuando aparece una temática nueva, como es la de los residuos 
electrónicos, los industriales peligrosos y la contaminación con mercurio. Justamente, sobre estos 
temas Uruguay está liderando el proceso de la discusión internacional. 


Entre las reuniones que se promovieron para el enriquecimiento de un documento base, se 
encontraba un taller que se realizó con el PIT-CNT, donde se conoció la visión de los distintos sectores 
incorporados a esa Central. De esa manera, el documento incorporó las preocupaciones que tenían los 
trabajadores con relación al equilibrio necesario que debe existir entre los enfoques en el desarrollo 
sostenible de los aspectos ambientales con respecto a los económicos y los sociales. Eso ayudó a 
equilibrar el documento. Asimismo, se llevó a cabo un taller con las organizaciones de la sociedad civil 
durante dos días, en el que se identificaron sus valoraciones con respecto al documento original. En 
esa instancia, quedó claro el proceso que se da a nivel internacional en virtud del cual los distintos 
grupos de actores que participan también tienen espacios específicos de trabajo en el marco 
internacional. Es decir que las organizaciones de la sociedad civil están trabajando, en un marco 
coordinado por las Naciones Unidas, para participar como sociedad en eventos de Río + 20, donde van 
a aportar sus propias visiones, que son independientes de los gobiernos. Lo que hemos tratado de 
hacer -y eso quedó claro en el seminario que se realizó- fue dejar a esas organizaciones la 
independencia necesaria para aportar los puntos de vista de la sociedad civil, de modo que el 
documento que se estaba construyendo en el marco de instituciones de gobierno pudiera conocer y 
tener en cuenta esos planteos y reivindicaciones que, reitero, eran independientes de los gobiernos. 


La situación fue muy clara y permitió un diálogo muy interesante, abierto y no condicionado, 
que posibilitó conocer las problemáticas concretas que siente la sociedad civil sobre los grandes temas 
de desarrollo que enfrenta el país. De alguna manera, la reivindicación adicional se realiza a través de 
los espacios de participación. 


En efecto, se produce un diálogo necesario sobre la alimentación, entre la posición 
internacional que tiene que llevar el Uruguay -cuya responsabilidad está basada en lo que coordina la 
Cancillería- y el documento país que se está elaborando en el marco de estas consultas abiertas que 
hemos promovido a partir del Ministerio. 


Es así que el documento que se viene elaborando a partir de este proceso participativo fue 
entregado a la Cancillería a fin de incorporar estas visiones nacionales al documento cero o visión de 
futuro sobre este tema. La respuesta que hemos recibido es la que comentaba la señora Ministra. En 
este proceso de discusión tan abierto y complejo en lo que es el propio Grupo 77 + China, a Uruguay le 
resulta muy difícil incorporar muchas de estas visiones nuevas porque los espacios dan solamente 
para presentar las propuestas país, pero no para discutirlas. Por lo tanto, en el marco de esas 
negociaciones, hasta este momento ha sido muy difícil incorporar las visiones país en el proceso de 
negociación. Las visiones país han sido presentadas pero no fueron negociadas, de manera que hay 
una distancia entre el documento que se trabaja y el que se ha podido incorporar a nivel internacional. 
De hecho, se busca coordinar dos procesos: el que lidera la Cancillería en la discusión del documento 
cero y el proceso en el que estamos trabajando a partir de esta apertura de participación, cuya idea es 
terminar en un documento país que pueda ser publicado y presentado en el marco de la reunión de Río 
+ 20. 


SEÑOR AGAZZI.- Quisiera hacer un comentario que no está vinculado con este tema. La Comisión 
recibió una propuesta de un proyecto de ley de institucionalidad sobre lo ambiental. Seguramente 


vamos a invitar a los representantes del Ministerio a opinar sobre la iniciativa, pero quiero aprovechar 
la ocasión para comunicárselo. El proyecto de ley opta por el camino de crear un observatorio 
medioambiental dentro de la DINAMA. Actualmente dentro de la DINAMA hay una División Evaluación 
de la Calidad Ambiental y un Departamento de Relaciones con el Medio; inclusive, la propia Dirección 
realiza sus informes. Quizás podamos analizar en profundidad esta propuesta de creación institucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se había propuesto el 18 de abril como una fecha tentativa de reunión; la 
Secretaría se ha contactado con la señora Ministra, pero no puede concurrir en esa oportunidad. De 
acuerdo a lo que había resuelto la Comisión en la reunión pasada, hay que coordinar la fecha. Como 
se trata de un tema puntual de la DINAMA, si la señora Ministra no puede concurrir, de pronto podrá 
asistir el señor Director Nacional de Medio Ambiente. 


SEÑORA MINISTRA.- La Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial nos convocó para el martes 
10 de abril a efectos de tratar el tema del puente de la Laguna Garzón y el de la reestructura de la 
DINAMA. El tema relativo al puente para nosotros tiene relación con la Comisión, pero al otro no le 
vemos nexo alguno. Finalmente, vamos a concurrir a las Comisiones de Transporte y Obras Públicas y 
de Vivienda y Ordenamiento Territorial. En esa oportunidad, vamos a exponer el estado del alma de las 
capacidades de la DINAMA, lo que no quiere decir que no podamos venir a este ámbito para hablar del 
tema del observatorio, pero ya vamos a tener un avance de cómo estamos enmarcando los temas 
referentes a lo que pretendemos crear, que es el Sistema Nacional de Información Ambiental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Comprendemos perfectamente. Estamos frente a un tema complicado de 
agenda y de tiempo porque hay mucho trabajo en el Ministerio y también reciben invitaciones para 
concurrir a distintas Comisiones. Sin embargo, como en esa reunión se va a hablar de la 
institucionalidad, podemos hacer algunas preguntas porque tampoco queremos avanzar en el 
tratamiento de un proyecto sin consultar la opinión del Ministerio. Entonces, aunque ese proyecto de 
ley no sea el tema a tratar, como se va a hablar de la DINAMA para conocer la opinión del Ministerio 
por todo lo trascendido del pasaje de esta Dirección a un nuevo Ministerio, podemos incluir el punto 
porque es parte de lo institucional, ganamos tiempo y no volvemos a convocar a la señora Ministra. 


SEÑORA MINISTRA.- Estamos convocados el martes 10 a comisión en el Senado por el tema de la 
reestructura de la DINAMA; el 12 a Comisión General de la Cámara de Representantes por el asunto 
de la institucionalidad de la DINAMA, y el 17 a la Comisión de Asuntos Laborales por el tema de las 
denuncias. Quiere decir que después de esa fecha venimos cuando ustedes quieran; quizás entre el 17 
y fin de mes podamos asistir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quizás, podamos liquidar todo el mismo martes 10. Creo que esta reunión fue 
muy buena porque se aportó una gran cantidad de información que luego habrá que digerir. 


SEÑOR BARÁIBAR.- En el mismo sentido de lo expresado por el señor Presidente, quiero destacar 
que tuve la iniciativa de invitarlos para analizar estos temas y considero que la exposición minuciosa y 
documentada que nos han hecho ha satisfecho nuestras expectativas. Además, nos han dejado 
muchos elementos para trabajar en las próximas instancias, entre las que se halla, obviamente, el 
encuentro de Río + 20 y otras. 


SEÑORA MINISTRA.- Desde ya destacamos que si se quiere crear un grupo de trabajo a nivel 
parlamentario nosotros lo apoyaremos y acompañaremos porque es un tema difícil de liderar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la señora Ministra y del Director Nacional de 
Medio Ambiente. 


Presentación realizada por la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente — 
Primera Parte" 


Presentación realizada por la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente — 
Segunda Parte" 


(Se retiran de Sala la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente 
y el Director Nacional de Medio Ambiente.) 


-Dese cuenta de un asunto entrado. 
(Se da del siguiente: ) 


SEÑORA SECRETARIA.- Se trata de una solicitud de audiencia remitida por el Grupo de Trabajo de 
Vecinos POR Nueva Palmira, debido a múltiples problemas medioambientales que aquejan a esa 
ciudad. 


Además, cabe recordar la reunión que mencionó la señora Ministra prevista para el martes 
10, a la hora 16:30, a la que han sido invitados por la Comisión de Vivienda y Ordenamiento Territorial, 
y que para el 11 de abril ya está confirmada la presencia del INAC y del INIA por el proyecto del 
observatorio ambiental nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo aceptar la solicitud de audiencia del Grupo de Trabajo de Vecinos 
POR Nueva Palmira e invitarlos a que concurran a la sesión del 18 de abril. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 18 y 47 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


